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COMPETENCIA. Cuestión de competencia. Inexistencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia la señora Vocal Nº 1 de la Sala II del Tribunal de 
Juicio y de Menores de Primera Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la causa Nº 
76.428/16. 
DOCTRINA: Para la correcta traba de un conflicto de competencia es necesario el conocimiento por parte del 
tribunal que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro juez que interviene, para que 
declare si mantiene o no su posición; por ello, no existe confrontación de argumentos entre los magistrados 
que configura el conflicto de competencia, toda vez que el Juez de Garantías elevó las actuaciones a esta Cor-
te sin remitirlos a la Vocal Nº 1 de la Sala II del Tribunal de Juicio y de Menores para que se expidiera sobre 
los motivos por los que rechazó su declaración de incompetencia.  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“C/C TORRES, KEVIN BRIAN FRANCISCO; HERRERA, JAIRO ESTEBAN; COLO-
DRO, SANTOS BRIAN; ZIGARÁN, DANIEL ÁNGEL POR HOMICIDIO SIMPLE EN 
PERJUICIO DE SOLIS, LOSIO - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Ex-
pte. Nº CJS 38.859/17) (Tomo 213: 1067/1072 - 11/agosto/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Arts. 53 del C.P.P.; 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica y 14.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 120 por el señor Juez de Corte Dr. 
Abel Cornejo para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Los supuestos de excusación y recusación de magistrados deben interpretarse con criterio res-
trictivo a fin de que, en lo posible, se satisfaga la aspiración constitucional de que los juicios se inicien y cul-
minen ante sus jueces naturales. 
 En materia de excusación las razones invocadas por los magistrados, cuando no se consideran en 
libertad de opinión para dictar sentencia, deben ser evaluadas con amplitud. Los conceptos de decoro o deli-
cadeza indicados en la norma procesal han de ser analizados sin violentar el fuero íntimo que ha lleva al ma-
gistrado a expresar la necesidad de su apartamiento. 
 La garantía constitucional de ser oído por un tribunal competente e imparcial, prevista en los arts. 8. 
1 del Pacto de San José de Costa Rica y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, conduce 
a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de magistrados, de manera que las situacio-
nes por ellos invocadas aún cuando trasciendan de los límites trazados por la reglamentación contenida en las 
normas procesales, den lugar a su apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: 
“C/C TORRES, KEVIN BRIAN FRANCISCO; HERRERA, JAIRO ESTEBAN; COLO-
DRO, SANTOS BRIAN; ZIGARÁN, DANIEL ÁNGEL POR HOMICIDIO SIMPLE EN 
PERJUICIO DE SOLIS, LOSIO - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Ex-
pte. Nº CJS 38.859/17) (Tomo 213: 1063/1066  - 11/agosto/2017) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia Moral. Arts. 53 inc. n) y 55 del C.P.P.; 8.1 del Pacto de San José de Costa Rica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas a fs. 79 y 81 por los señores Jueces de 
Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo. 
DOCTRINA: La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, 
establecido en el art. 8.1  del Pacto de San José de Costa Rica, precepto de rango superior por imperio del art. 
75 inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibi-
ción de magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos, aún cuando tras-



  

ciendan los estrechos límites trazados por la reglamentación contenida en las normas procesales, dan lugar a 
su apartamiento. 
 En materia de excusación, las razones invocadas por los magistrados, cuando no se consideran en 
libertad de opinión para dictar sentencia, deben ser evaluadas con amplitud. Los conceptos de decoro o deli-
cadeza indicados en la norma procesal han de ser analizados sin violentar el fuero íntimo subjetivo que ha 
llevado al magistrado a expresar la necesidad de su apartamiento, en aras de asegurar el debido proceso y la 
recta administración de justicia. Asimismo, cabe señalar que es deber del juez apartarse de la causa cuando 
mediaren circunstancias que, por su objetiva gravedad, afectaren su imparcialidad (art. 53, 1º párr. del C.P.P.) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas Samsón, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Zenteno   CAUSA: "C/C 
BRUNETTI, FRANCISCO; HUERTA, HORACIO EZEQUIEL – QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO" (Expte. Nº CJS 37.727/15) (Tomo 213: 1/6 – 27/julio/2017) 
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 15/16 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría) Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a re-
caer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobre-
vinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso.  
 Se ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su 
desaparición importa la de poder juzgar. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar y Díaz) 
                Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación dedu-
cidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir; ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Catalano) 
               (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial.  Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 



  

cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA:_“ALPIRE, JUAN MANUEL – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APELA-
CIÓN” (Expte. N° CJS 38.688/17) (Tomo 213: 733/744 - 04/agosto/2017) 
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 19/20 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría) Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a re-
caer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobre-
vinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso.  
 Se ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su 
desaparición importa la de poder juzgar. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar y Díaz) 
             Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación deduci-
dos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir; ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Catalano) 
              (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “GONZÁLEZ, DAVID EDUARDO - HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.689/17) (Tomo 213: 473/484 - 03/agosto/2017) 
 



  

HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 19/20 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría)  Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de 
apelación deducidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 
ap. III inc. c) de la Constitución Provincial. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir; ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a recaer deviene inofi-
ciosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobrevinientes han torna-
do inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de hecho; y que las reso-
luciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias existentes en el momento de 
su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de detención que se invoquen, 
sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Catalano, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas y Vittar, al que se adhieren los Dres. Díaz y Samsón) 
              (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial.  Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “ARDILES, RICARDO – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APELACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 38.847/17) (Tomo 213: 519/530 - 03/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 27/28 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría)  Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de 
apelación deducidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 
ap. III inc. c) de la Constitución Provincial. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir; ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 



  

 Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a recaer deviene inofi-
ciosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobrevinientes han torna-
do inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de hecho; y que las reso-
luciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias existentes en el momento de 
su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de detención que se invoquen, 
sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Catalano, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas y Vittar, al que se adhieren los Dres. Díaz y Samsón) 
              (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dr. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “JAQUET, RAMIRO EDUARDO – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.691/17) (Tomo 213: 841/852 - 04/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 11/12 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría)  Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a 
recaer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias so-
brevinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Díaz, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas, Samsón y Vittar) 
              Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación deduci-
dos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 



  

 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
                  (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres.  Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “GUTIÉRREZ, ALIANA ROMINA – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.690/17) (Tomo 213: 707/718 - 04/agosto/2017)  
  
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 20/21 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría) Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a re-
caer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobre-
vinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Díaz, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas, Samsón y Vittar) 



  

              Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación deduci-
dos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
               (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “RIFARACHI, MAURO ALBERTO – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.696/17) (Tomo 213: 489/500 – 03/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 12/13 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría) Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a re-
caer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobre-
vinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  



  

 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Díaz; Dra. 
Kauffman y Dr. Posadas) 
             Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación deduci-
dos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención.  
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
               (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “SERRANO, GUILLERMO HUMBERTO – HÁBEAS CORPUS – RECURSO 
DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.697/17) (Tomo 213: 861/872 - 04/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 23/24 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría)  Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a 
recaer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias so-
brevinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 



  

ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Díaz, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas, Samsón y Vittar) 
               Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación dedu-
cidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
               (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial.  Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “ZÁRATE, GUSTAVO EMANUEL – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.698/17) (Tomo 213: 797/808 – 04/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 18/19 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría)  Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a 
recaer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias so-
brevinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-



  

tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Díaz, Dra. 
Kauffman y Dr. Posadas) 
                Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación dedu-
cidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención.  
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
                (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial.  Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “MIRANDA, CINTIA – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APELACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 38.848/17) (Tomo 213: 577/590 - 04/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 17/18 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría)  Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a 
recaer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias so-



  

brevinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (del voto de los Dres. Samsón, Vittar, Díaz; de la 
Dra. Kauffman y Dr. Posadas) 
               Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación dedu-
cidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención.  
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
                (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “ORTIZ, DIEGO FRANCO – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APELA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 38.695/17) (Tomo 213: 539/550 – 03/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 14/15 de autos. 



  

DOCTRINA: (Mayoría) Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a re-
caer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobre-
vinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Díaz, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas, Samsón y Vittar) 
               Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación dedu-
cidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
                  (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial.  Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “CONTRERAS, NELSON NATAEL – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE 
APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.816/17) (Tomo 213: 785/796 – 04/agosto/2017)  
 
HÁBEAS CORPUS. Cuestión abstracta. 



  

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada en el recurso de apelación deducido 
a fs. 18/19 de autos. 
DOCTRINA: (Mayoría) Es doctrina reiterada que si lo demandado carece de objeto actual, la decisión a re-
caer deviene inoficiosa, por lo que no corresponde pronunciamiento alguno cuando las circunstancias sobre-
vinientes han tornado inútil la resolución pertinente, lo que ocurre cuando el gravamen ha desaparecido de 
hecho; y que las resoluciones dictadas en materia de hábeas corpus deben atenerse a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su dictado, de modo que la restricción o el agravamiento en las condiciones de de-
tención que se invoquen, sean actuales, es decir, contemporáneas con la decisión judicial del caso. También se 
ha destacado que la existencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y que su desapari-
ción importa la de poder juzgar.  
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción. (Del voto del Dr. Díaz, Dra. Kauffman, Dres. 
Posadas, Samsón y Vittar) 
               Resulta competencia exclusiva de este Tribunal el conocimiento de los recursos de apelación dedu-
cidos en materia de hábeas corpus, en razón de la expresa disposición contenida en el art. 153 ap. III inc. c) de 
la Constitución Provincial. 
 El hábeas corpus es una acción que protege o tutela garantías constitucionales, previstas en el bloque 
constitucional del art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, no sólo en lo atinente a la libertad física sino 
también en relación a las condiciones de detención. 
 El art. 173 del C.P.P. prescribe que debe dictarse sentencia para poner término al proceso, después de 
su integral tramitación; auto, para resolver un incidente o artículo del proceso o cuando el Código lo exija; 
decreto en los demás casos o cuando esta forma sea especialmente prescripta; por ello, declarar la caducidad 
de la instancia no aparece como lo más adecuado para poner fin a tan fundamental acción constitucional. 
 Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
 Carece de objeto que la Corte se pronuncie sobre la procedencia del hábeas corpus, pues no existe 
agravio actual que justifique el ejercicio de la jurisdicción, circunstancia que conduce a que la cuestión plan-
teada en el recurso de apelación se torne abstracta. (Del voto del Dr. Catalano) 
               (Minoría) En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, 
tanto la Constitución Nacional (art. 43) como la Provincial (art. 88) establecen una vía expedita y rápida, que 
es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la amenaza o 
restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple la 
detención, si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado hábeas corpus correctivo. 
 Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y 
de concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no 
requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de 
raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
 El hábeas corpus, por su naturaleza, es la forma de hacer operativa una norma constitucional, que no 
requiere forma ni causa alguna, y puede ser planteada existiendo o no causa, o un proceso, y en cualquier 
etapa; incluso tomar forma autónoma de la acción principal. 
 En materia de privación de la libertad, tanto la Constitución Nacional y Provincial, como los distintos 
instrumentos internacionales, fijan estándares mínimos sobre la forma en que debe desarrollarse, respetando y 
garantizando derechos básicos. 
 Las Reglas de Brasilia son un instrumento que tiene por objeto garantizar las condiciones de acceso 
efectivo a la justicia de aquellas personas en condiciones de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englo-
bando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de 
los servicios del sistema judicial. Son destinatarios del contenido de las Reglas, entre otros, los jueces, fisca-
les, defensores públicos procuradores y demás servidores que laboren en el sistema de administración de 
justicia de conformidad con la legislación interna de cada país. 
 La tutela judicial efectiva se presenta como la garantía constitucional de toda persona para poder 
recurrir a los tribunales de justicia y obtener del juez un pronunciamiento justo. Existe un poder–deber del 
Estado de resolver las demandas de protección a los derechos afectados, valiéndose de los mecanismos consti-
tucionales y procesales, para hacer cumplir la ley y resolver con ello la cuestión planteada. 
 Del derecho al debido proceso y a la tutela judicial efectiva se desprende el principio “pro actione” 
según el cual en cada caso el juez debe buscar la interpretación más favorable al ejercicio de la acción. 
 La imposición del plazo de caducidad para ésta acción resulta repugnante al mandato constitucional, 
es decir, de modo alguno se puede convertir a la acción de hábeas corpus, que es oficiosa y se encuentra a 
cargo del juez que la tramita, en una vía ordinaria. En consecuencia, corresponde hacer lugar al recurso de 
apelación deducido en autos. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “MANSILLA, DAVID RAMÓN – HÁBEAS CORPUS – RECURSO DE APE-
LACIÓN” (Expte. Nº CJS 38.694/17) (Tomo 213: 755/766 – 04/agosto/2017)  



  

 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Adecuada fundamentación. 
Reiteración de agravios. Identidad de género; subsunción del hecho en el agravante del art. 80 inc. 11 del 
C.P. Femicidio; rectificación registral del sexo (arts. 7º y cc. de la Ley 26743). 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 131/157 vta. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo 
accesorio a los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de 
alzada ante el tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. De este modo, los agravios 
deben dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad a 
fin de demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 
 No procede la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado si los agravios vertidos por el 
recurrente no están orientados a desvirtuar los fundamentos de la resolución que deniega el recurso, sino a 
atribuir arbitrariedad a la sentencia, sin lograr precisar ni demostrar de qué modo se vulneran los derechos 
constitucionales que considera conculcados. Además, el impugnante se limita a reiterar los razonamientos y 
planteos expuestos con anterioridad, los que ya tuvieron respuesta tanto del tribunal de juicio como del que 
actuó en casación, sin que se advierta allí un apartamiento palmario de las circunstancias del proceso, omisión 
de consideración de hechos o pruebas decisivas, o una carencia absoluta de fundamentación. (Del voto de los 
Dres. Díaz, Samsón y Posadas) 
              La Ley 26743, en su art. 2º, conceptualiza la identidad de género como la vivencia interna e indivi-
dual del género tal como cada persona la siente, la cual puede corresponder o no con el sexo asignado al mo-
mento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo. Esto puede involucrar la modificación de 
la apariencia o la función corporal a través de medios farmacológicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre 
que ello sea libremente escogido. También incluye otras expresiones de género, como la vestimenta, el modo 
de hablar y los modales. 
 Los planteos efectuados por la defensa, destinados a impugnar la condición de mujer de la víctima, 
desconocen los nuevos marcos legales, en tanto pretenden que, en razón de su corporalidad trans, se exija la 
prueba de su “feminidad”, ausente como consecuencia del desconocimiento por parte de su defendido del 
cambio registral del nombre y sexo al que  había accedido la víctima en ejercicio de su derecho a la identidad. 
 La violencia transfóbica ha sido definida como violencia de género que se  desata contra quienes 
desafían las normas del género o heteronormatividad.  
 El Código Penal no describe aquello que debemos entender por violencia de género, que es un con-
cepto cuyo contenido y alcance proviene de otros saberes y discursos de los cuales se nutre el derecho, tal lo 
que ocurre en el plano del derecho internacional de los derechos humanos, así como con la legislación que 
Argentina ha sancionado en los últimos años en relación con la violencia que sufren las mujeres. (Del voto de 
la Dra. Kauffman y Dr. Vittar) 
               El llamado “femicidio” se caracteriza por la calidad o condición del autor y de la víctima, y por las 
circunstancias en que se produce su comisión, basadas en un entorno de violencia contra el sujeto pasivo, la 
mujer, o mediare violencia de género. 
 Para que se configure esta ilicitud es necesario que el autor sea un hombre y el sujeto pasivo una 
mujer, y que además haya mediado un contexto circunstancial que pueda catalogarse como propio de la “vio-
lencia de género”. 
 La víctima del hecho es para nuestra ley, justamente, una mujer por cuanto solicitó la rectificación 
registral del sexo y el cambio de nombre de pila, la que fue acordada por el Registro de Estado Civil y Capa-
cidad de las Personas, quedando ello debidamente asentado en la partida de nacimiento y documento de iden-
tidad. 
 La sola circunstancia de ser “travesti” o “transexual” no satisface la exigencia del tipo penal por 
cuanto para que el hecho sea penalmente típico es requisito que el sujeto pasivo, es decir la víctima, sea mu-
jer, condición que aquellas personas sólo la adquieren desde el momento de la inscripción en el registro, com-
prendida la rectificación del sexo y nombre de pila (arts. 7º y cc. de la Ley 26743). (Del voto de los Dres. 
Catalano y Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz , Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO - PLAZA, CARLOS; DEL VALLE, 
JUAN JOSÉ POR HOMICIDIO AGRAVADO POR EL CONCURSO PREMEDITADO 
DE DOS O MAS PERSONAS; CRIMINIS CAUSA Y POR VIOLENCIA DE GÉNERO 
EN PERJUICIO DE ÁLVAREZ, GIMENA - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 38.811/17)(Tomo 213: 29/44 - 27/julio/2017) 
 



  

QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Ausencia de sentencia defini-
tiva; denegatoria de un planteo de nulidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, 
interpuesta a fs. 66/72. 
DOCTRINA: (Mayoría) La queja, en su concepto estricto, no es propiamente un recurso; es un medio impug-
nativo accesorio a los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la 
vía de alzada ante el tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. Por 
ello, los agravios deben dirigirse a censurar la denegatoria de ese recurso, analizando cada una de las motiva-
ciones en las cuales el tribunal “a quo” fundó su resolución y demostrar así su falta de razonabilidad; es decir, 
deben controvertirse los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad, a fin de 
demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 
 No basta con afirmar dogmáticamente que la denegatoria del recurso resulta arbitraria y limitarse el 
quejoso a expresar su punto de vista, si no se ha ocupado en justificar cuál es la irreparabilidad del daño que 
le produce el fallo de la instancia apelativa, en orden a postular su recurribilidad objetiva, conforme la norma-
tiva del art. 554 del C.P.P. 
 Es claramente insuficiente, por su carácter dogmático, sostener que en el procedimiento sumario se 
han producido errores y omisiones imposibles de ser salvados en el juicio, si se colige que precisamente es 
ésta la fase donde, con plena vigencia del contradictorio, previo ofrecimiento, tiene lugar la producción de 
prueba, ejerciendo la parte en toda plenitud el derecho de defensa. Por ello, no corresponde hacer lugar a la 
queja. (Del voto de Dr. Díaz, Dra. Kauffman, Dres. Posadas y Samsón) 
 (Minoría) Esta Corte ha señalado que el tribunal no debe limitarse a denegar o conceder mecánica-
mente el recurso de inconstitucionalidad sino que, valorando los agravios desde la óptica del recurrente, debe 
efectuar un juicio de probabilidad sobre la afectación de principios constitucionales. A la luz de dicho criterio, 
los agravios expuestos por el impugnante han de ser valorados en abstracto, sin perder de vista los derechos 
de jerarquía constitucional que se dicen infringidos. 
 La decisión apelada, al carecer de una mínima fundamentación de hecho o de derecho y no tratar de 
modo suficiente los argumentos traídos por el agraviado en su memorial para que se revoque la medida, tra-
duce la existencia de un acto jurisdiccional inválido en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrarie-
dad de sentencias. Por ello, habiéndose efectuado una correcta relación entre la materia de que se trata y los 
derechos constitucionales que se consideran conculcados, es posible concluir, dentro del análisis provisional 
propio de este planteo, que los agravios formulados poseen entidad “prima facie” como para habilitar el con-
trol de constitucionalidad por la vía del remedio intentado, sin perjuicio de los que se decida oportunamente 
sobre el fondo de la cuestión. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: "C/C 
BRUNETTI, FRANCISCO; HUERTA, HORACIO EZEQUIEL – QUEJA POR REC. DE 
INCONST. DENEGADO" (Expte. Nº CJS 37.727/15)(Tomo 213: 7/16 - 27/julio/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Falta de debida fundamenta-
ción. Reiteración de agravios.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 79/85 vta. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
 En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a los re-
cursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribu-
nal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. Por ello, los agravios deben 
dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad a fin de 
demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional, circunstancia que 
no se verifica en autos por cuanto el quejoso reedita los agravios presentados en la instancia anterior. 
 Corresponde desestimar la queja si el impugnante no señala cuál o cuáles son las disposiciones lega-
les que inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO – REYES, LUIS ROBERTO POR 
ABUSO SEXUAL CON ACCESO CARNAL AGRAVADO POR LA RELACIÓN DE 
CONVIVENCIA PREEXISTENTE (DOS HECHOS) EN CONCURSO REAL - QUEJA 
POR REC. DE INCONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.865/17) (Tomo 213:767/774 - 
04/agosto/2017) 
 



  

QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Procedencia. Adecuada fun-
damentación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 61/65 vta. y, en consecuencia, de-
clarar mal denegado el recurso de inconstitucionalidad, y requerir a la Sala III del Tribunal de Impugnación 
que remita los autos a esta Corte. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. 
 En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a los re-
cursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el tribu-
nal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Cuando se tacha de arbitraria la veda al examen de fundabilidad de una decisión judicial, puede estar 
comprometida la propia facultad de controvertirla mediante las vías revisoras contempladas por el ordena-
miento procesal, en afectación a su vez del derecho a recurrir consagrado por el art. 8.2.h de la Convención 
Interamericana sobre Derechos Humanos, tratado internacional que forma parte del bloque de constitucionali-
dad (arts. 31 y 75 inc. 22 C.N.). 
 Corresponde admitir la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado deducido contra la reso-
lución que, al hacer lugar al recurso de casación, modificó la calificación y la pena, por cuanto los agravios, al 
estar vinculados a una posible vulneración al derecho a revisión de una sentencia de segunda instancia, poseen 
entidad suficiente “prima facie” para habilitar el control del fallo por la vía del remedio intentado. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “RUIZ, CRISTIAN IGNACIO NAHIR POR HOMICIDIO CALIFICADO EN 
GRADO DE TENTATIVA EN PERJUICIO DE NICOSIA, ADRIANA ANDREA - RE-
CURSO DE CASACIÓN CON PRESO - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENEGA-
DO” (Expte. Nº CJS 38.904/17) (Tomo 213: 467/472 - 03/agosto/2017) 
 
QUEJA POR RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADO. Reiteración de agravios re-
sueltos en casación. Identidad de género; Ley 26743, art. 2º.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DESESTIMAR la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado, deducida 
a fs. 57/61. 
DOCTRINA: La queja constituye un remedio por el que, cuando sea indebidamente denegado un recurso que 
procede ante otro tribunal, puede la impugnación presentarse directamente ante éste, a fin de que se deje sin 
efecto dicha denegatoria. En su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo 
accesorio a los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de 
alzada ante el tribunal “ad quem” cuando el “a quo” proveyó negativamente la instancia de recurso. 
 Es esencial que la queja contenga argumentos claros y convincentes de la insuficiencia de los funda-
mentos esgrimidos por el tribunal “a quo” al clausurar la viabilidad del recurso. Por ello, los agravios deben 
dirigirse a controvertir los fundamentos desarrollados al denegar el recurso de inconstitucionalidad a fin de 
demostrar la falta de razonabilidad de ellos y no de la sentencia tachada de inconstitucional. 
 En la queja el impugnante debe expresar el o los motivos por los que entiende que el recurso fue mal 
denegado, por lo que debe considerársela formalmente improcedente si no se encuentra debidamente fundada 
porque el presentante no señala, razonando en relación con el auto que no concede el recurso, cuál o cuáles 
son las disposiciones legales que inobservadas por el “a quo” privan de sustento a la resolución denegatoria. 
 Corresponde desestimar la queja por recurso de inconstitucionalidad denegado si el impugnante se 
limita a reiterar los razonamientos y planteos expuestos con anterioridad y que tuvieron oportunas respuestas 
tanto por el tribunal de juicio como por el que actuó en casación, sin que se advierta un apartamiento palmario 
de las circunstancias del proceso, omisión de consideración de hechos o pruebas decisivas, o carencia absoluta 
de fundamentación. (Del voto de los Dres. Díaz, Samsón, Posadas, Catalano y Cornejo) 
               El recurso de inconstitucionalidad, lejos de importar la apertura de una tercera instancia, sirve para 
el cumplimiento del estricto control de constitucionalidad y no para revisar sentencias pronunciadas por los 
jueces de la causa, en tanto y en cuanto ellas no contengan vicios de entidad grave que lesionen un principio 
constitucional, o que importen su descalificación como actos jurisdiccionales válidos en el ámbito de la doc-
trina de la arbitrariedad. 
 No basta para demostrar la existencia de una cuestión de inconstitucionalidad, el hecho de invocar la 
vulneración de derechos constitucionales, si no se prueba la afectación puntual de esos derechos. Por ello, 
constituye una carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del 
pleito y la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que el 
fallo cuestionado lesiona determinadas garantías de la Constitución, si no se precisa ni demuestra en concreto 
cómo se ha efectivamente operado tal violación en la sentencia impugnada. 
 La Ley 26743, en su art. 2º, conceptualiza la identidad de género como la vivencia interna e indivi-
dual del género tal como cada persona la siente, la cual puede corresponder o no con el sexo asignado al mo-
mento del nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo. Esto puede involucrar la modificación de 
la apariencia o la función corporal a través de medios farmacológicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre 



  

que ello sea libremente escogido. También incluye otras expresiones de género, como la vestimenta, el modo 
de hablar y los modales. 
 El Código Penal no describe aquello que debemos entender por violencia de género, que es un con-
cepto cuyo contenido y alcance proviene de otros saberes y discursos de los cuales se nutre el derecho, tal lo 
que ocurre en el plano del derecho internacional de los derechos humanos y con la legislación que nuestro 
país ha sancionado en los últimos años en relación con la violencia que sufren las mujeres. (Del voto de la 
Dra. Kauffman y Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dr. Zenteno  
CAUSA: “RECURSO DE CASACIÓN CON PRESO - PLAZA, CARLOS; DEL VALLE, 
JUAN JOSÉ POR HOMICIDIO AGRAVADO POR EL CONCURSO PREMEDITADO 
DE DOS O MAS PERSONAS; CRIMINIS CAUSA Y POR VIOLENCIA DE GÉNERO 
EN PERJUICIO DE ÁLVAREZ, GIMENA - QUEJA POR REC. DE INCONST. DENE-
GADO” (Expte. Nº CJS 38.711/17) (Tomo 213: 17/28  - 27/julio/2017) 

 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Arbitrariedad. Abuso sexual. Valoración de la prueba. 
Omisión de valorar prueba. Falta de motivación de la sentencia.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 356/361 y, 
en su mérito, declarar la nulidad de la sentencia de fs. 350/354 vta. de la Sala III del Tribunal de Impugna-
ción, y ordenar que bajen allí los autos, para que proceda con arreglo a la presente. 
DOCTRINA: (Mayoría) En virtud de la competencia recursiva de esta Corte (art. 153 ap. III inc. b de la 
Constitución Provincial), en materia penal le compete conocer y decidir del recurso de inconstitucionalidad 
(arts. 38 inc. a y 554 del C.P.P., Ley 7690 y modificatorias), así como la queja por su denegación, siempre 
que concurran los requisitos exigidos para ello; esto es, que se interponga contra las resoluciones del Tribunal 
de Impugnación, si se hubiere cuestionado la constitucionalidad de una ley, ordenanza, decreto o reglamento 
que estatuya sobre materia regida por la Constitución, y la sentencia o el auto fuere contrario a las pretensio-
nes del recurrente, o cuando la sentencia fuere arbitraria. 
 La doctrina de la arbitrariedad invocada es el medio para resguardar la garantía de la defensa en 
juicio y el debido proceso, al exigir que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. 
 El deber de motivación impone a los jueces que para establecer la existencia del hecho imputado se 
evalúen todos los elementos probatorios incorporados a la causa.   

En ese orden, el principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos 
taxativamente aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis 
de cualquier elemento razonablemente apto para establecer la verdad, toda vez que el objeto sometido a valo-
ración puede ser probado por cualquier medio. 
 El bien jurídico protegido en estos delitos es la libertad sexual, entendida como el derecho de las 
personas a tener voluntario y consentido trato erótico, a determinar libremente sus conductas íntimas y a que 
no se ataque su reserva sexual, concebida como la libre disposición del cuerpo, y abarca el pudor individual 
de las personas que sufren tales abusos, quienes ven afectadas su integridad sexual o su pudicia individual. En 
este tipo de delitos es casi imposible conseguir testigos directos del hecho, debiendo basarse el magistrado en 
las declaraciones de la víctima, de las personas que tomaron conocimiento de lo acontecido a través de sus 
dichos y en las conclusiones a las que arriban los expertos en las respectivas pericias, debiendo reconstruirse 
el hecho a través de todo resto, vestigio o indicio. 
 Nuestro ordenamiento jurídico impone que, para establecer la existencia del hecho imputado, se 
evalúen todos los elementos probatorios incorporados a la causa. Asimismo, el tribunal debe exponer por qué 
la correlación de tales elementos lo conduce a una determinada conclusión y explicar el motivo por el que esa 
labor asigna prevalencia a determinadas pruebas sobre otras. 
 Son sentencias arbitrarias aquellas que se dictan sin considerar constancias o pruebas disponibles que 
asuman la condición de decisivas o conducentes para la adecuada solución del caso, y cuya valoración puede 
ser significativa para alterar el resultado de la causa, y que la motivación no se halla completa si sólo se enun-
cian, aun describiéndolas, todas las pruebas arrimadas al debate, pues la operación lógica exigida al juez com-
prende, también, la evaluación pormenorizada de los elementos mencionados y de la incidencia que razona-
blemente tiene en el contexto de las restantes evidencias, agregándose que únicamente si se satisfacen tales 
recaudos, la sentencia se torna explícita y sus fundamentos adquieren una autoridad suficiente. 
 La sentencia cuestionada es arbitraria toda vez que se sostiene en afirmaciones dogmáticas, vincula-
das a elementos de convicción que carecen de toda aptitud técnica para arrojar luz sobre la responsabilidad o 
no del imputado en los hechos endilgados, así como también sobre la naturaleza de los actos de contenido 
sexual que se habrían cometido en   contra de la menor y, en su caso, las vías de acceso (oral, vaginal o anal). 
 La omisión de valorar los elementos que puedan permitir establecer, con cierto grado de rigor, la 
existencia o no del delito juzgado, genera un cuadro de orfandad probatoria que no puede subsanarse median-
te inconsistentes impresiones personales del juzgador. 
 Si el tribunal ha omitido el desarrollo de la operación lógica de valoración de prueba, evadiendo la 
dilucidación precisa de aspectos cruciales para atribuir o no responsabilidad penal, adopta una postura acerca 



  

de esa cuestión basada en una afirmación dogmática, se produce un vicio de motivación que resulta suficiente 
para declarar la nulidad de la sentencia. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Samsón, Vittar y Posadas) 
 (Minoría) La aplicación de la doctrina de la arbitrariedad resulta excepcional y sólo reservada para 
aquellos supuestos en los que se verifique un apartamiento evidente de la solución legal prevista para el caso 
o una decisiva carencia de fundamentación en el pronunciamiento impugnado, en tanto no basta para demos-
trar la existencia de una situación de inconstitucionalidad, sostener la vulneración de derechos constituciona-
les si no se prueba la afectación puntual de los derechos invocados. 
 El recurso de inconstitucionalidad no tiene por objeto corregir pronunciamientos que se estimen 
equivocados o erróneos, ya que sólo comprende aquellos casos de omisiones o desaciertos de gravedad ex-
trema que determinen la descalificación de una sentencia como acto judicial válido, vulnerándose así la exi-
gencia de que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplica-
ción a las circunstancias comprobadas de la causa. En ese sentido, el pronunciamiento cuestionado se halla 
suficientemente fundado, y las criticas efectuadas sólo evidencian un desacuerdo con el resultado al que se 
arribó, lo que impide su descalificación como acto jurisdiccional válido, al no encontrarse justificada la tacha 
de arbitrariedad, por lo que corresponde desestimar el recurso de inconstitucionalidad deducido por la defen-
sa. (Del voto del Dr. Cornejo) 
 En nuestro sistema procesal rige la libertad probatoria (art. 282 del C.P.P., Ley 7690 y modificato-
rias) y el de libre convicción del juez o sana crítica indicados por la ley (arts. 286 del mismo ordenamiento). 
Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por 
la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del 
hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a 
directiva o tasación legal alguna. 
 La sana crítica racional permite construir un determinado acontecer mediante inferencias que descan-
san en indicios, y éstos sólo tienen valor probatorio cuando no pueden dar lugar a ninguna otra conclusión, es 
decir, cuando resultan unívocos. Ello es así porque si la sumatoria de indicios, que individualmente pueden 
tener explicaciones compatibles con otras hipótesis fácticas, en su valoración global permite descartar la pro-
babilidad, entonces, la duda que cada uno trae intrínsecamente se transforma en certeza. Empero, tal juicio 
requiere un extremo rigor empírico en la fundamentación de la decisión. 
 Esta Corte tiene dicho que la prueba de indicios cuando es concordante y permite una conclusión 
unívoca, es apta para dar sustento a un pronunciamiento condenatorio. El tribunal de juicio, en nuestro siste-
ma, puede perfectamente edificar una versión de la verdad sobre la base de indicios. 
 El abuso sexual infantil supone la existencia de una relación de poder sobre los niños y niñas ejercido 
por un adulto para su gratificación sexual; relación en la cual la abusada no tiene posibilidades efectivas de 
manifestar su consentimiento. Es por tal razón que cuando se aborda un supuesto de abuso sexual infantil es 
necesario tener en cuenta, al momento de valorar los hechos y la prueba rendida, que nos encontramos frente 
a un fenómeno delictivo de características especiales porque son hechos que acontecen en la esfera privada, 
en la intimidad y sin testigos. De allí que las declaraciones de la víctima, unidas a los informes psicológicos 
de la misma y del imputado, adquieran particular relevancia. 
 Las declaraciones de la docente y la directora de la institución educativa que tomaron conocimiento 
del hecho, coincidentes con lo manifestado por la hermana de A.V. en audiencia de debate, unidas a los in-
formes psicológicos de la víctima y del imputado, adquirieron particular relevancia para que el tribunal sen-
tenciante logre la certeza positiva necesaria para condenar, como asimismo para el Tribunal de Impugnación 
confirme lo decidido por el inferior y justifican  –en esta instancia- el rechazo del recurso intentado. (Del voto 
de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “CHAILE, OSVALDO FEDERICO POR ABUSO SEXUAL CON ACCESO 
CARNAL GRÁVEMENTE ULTRAJANTE AGRAVADO POR LA GUARDA EN PER-
JUICIO DE A.V. - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD PENAL” (Expte. Nº CJS 
38.342/16) (Tomo 213: 77/ 116- 28/julio/2017) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Femicidio. Art. 80 inc. 11 del Código Penal. Constituciona-
lidad de la prisión perpetua.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 
797/827 vta. 
DOCTRINA: La finalidad de readaptación social se constituye en un objetivo superior del sistema de ejecu-
ción de la pena, el cual abarca a todas las modalidades de su cumplimiento, inclusive los condenados a penas 
de prisión perpetua.  
 No existe objeción constitucional en la pena de prisión perpetua en tanto ha sido prevista por el legis-
lador desde los orígenes de la legislación criminal en nuestro país, justamente predeterminada para casos de 
gravedad, a lo que cabe aunar que tampoco es verdaderamente perpetua, puesto que de acuerdo a la regula-
ción legal establecida en nuestro derecho interno -en coincidencia con el sistema emanado de los instrumentos 
internacionales suscriptos por nuestro país- no es vitalicia, siendo que admite la posibilidad –transcurrido 



  

determinado tiempo de su cumplimiento- de obtener una morigeración o atenuación de la sanción impuesta, 
según los institutos legales correspondientes. 
 No corresponde efectuar en esta instancia el tratamiento respecto de la constitucionalidad del art. 14 
del Código Penal y 56 de la Ley 24660 y modificatorias por cuanto los imputados no han cumplido el tiempo 
mínimo de pena que la normativa exige para la aplicación de las salidas transitorias, la semilibertad y la liber-
tad condicional; en consecuencia, no se aprecia un interés actual que pueda dar lugar a una declaración de la 
trascendencia institucional que comporta la inconstitucionalidad de una norma. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dr. Zenteno  CAUSA: 
“C/C PLAZA, CARLOS Y DEL VALLE, JUAN JOSÉ POR HOMICIDIO AGRAVADO 
POR EL CONCURSO PREMEDITADO DE DOS O MÁS PERSONAS, CRIMINIS 
CAUSA Y POR VIOLENCIA DE GENERO - RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD PENAL” (Expte. Nº CJS 38.812/17) (Tomo 213: 1049/1064 - 10/agosto/2017) 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN. Perjuicio hipotético. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto a fs. 119/120. 
DOCTRINA: El recurso de reposición procede contra las resoluciones dictadas sin sustanciación, con el fin 
de que el mismo juez o tribunal que las dictó las revoque o modifique por contrario imperio (art. 531 del 
C.P.P., Ley 7690 y modificatorias). 
 Es requisito de admisibilidad que quien lo interponga tenga siempre un interés que lo justifique, el 
que se halla determinado por el perjuicio o gravamen que la providencia le ocasiona, y aquel debe tenerse por 
configurado cuando el recurso se presenta como el remedio capaz de excluir el perjuicio invocado. 
 Corresponde rechazar el recurso por cuanto el perjuicio alegado resulta hipotético o conjetural. 
TRIBUNAL: Dres. Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dr. Zenteno 
CAUSA: “FLORES, WALTER EDGARDO POR ABUSO SEXUAL GRAVEMENTE 
ULTRAJANTE EN PERJUICIO DE AGÜERO,  DIANA QUEJA POR REC. DE IN-
CONST. DENEGADO” (Expte. Nº CJS 38.877/17) (Tomo 213: 363/368 - 31/julio/2017) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


